
Reformas recientes en el ordenamiento jurídico relacionadas con las 

víctimas de violencia de género 

La información brindada a los colegiados a continuación tiene como propósito 

informar de los cambios y, por tanto, facilitar la adecuada práctica de la profesión, 

en lo que respecta a la atención de menores, menores víctimas de violencia de 

género, así como de la correcta forma de actuar ante el conocimiento como 

profesional de que un paciente menor pudiera estar sufriendo algún tipo de 

violencia de las que se especifican más adelante. 

Con ello se pretende no otra cosa que fomentar la buena praxis y proteger al 

colectivo infantil, la adolescencia y las víctimas de violencia de género, procurando 

la correcta actuación desde nuestra competencia como profesionales. 

Seguidamente hacemos un breve resumen de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de 

junio, de protección integral a la infancia y a la adolescencia frente a la violencia, 

mencionando los artículos de la misma que pueden afectar al ejercicio de la 

profesión.  

 

 

La protección de las personas menores de edad es una obligación prioritaria de los poderes 

públicos, reconocida en el artículo 39 de la Constitución Española, y en diversos tratados 

internacionales. En el caso de esta Ley Orgánica 8/21, son especialmente relevantes la 

Observación General número 12, de 2009 sobre el derecho a ser escuchado, la Observación 

General número 13, de 2011, sobre el derecho del niño y la niña a no ser objeto de ninguna 

forma de violencia, y la Observación General número 14, de 2014, sobre que el interés 

superior del niño y de la niña sea considerado primordialmente. 

Como indica el Comité de los derechos del niño, en la citada Observación General número 

13, las graves repercusiones de la violencia y los malos tratos sufridos por los niños, niñas y 

adolescentes son sobradamente conocidos. Esos actos, entre muchas otras consecuencias, 

pueden causar lesiones que pueden provocar discapacidad; problemas de salud física, como 

el retraso en el desarrollo físico y la aparición posterior de enfermedades; dificultades de 

aprendizaje incluidos problemas de rendimiento en la escuela y en el trabajo; consecuencias 

psicológicas y emocionales como trastornos afectivos, trauma, ansiedad, inseguridad y 

destrucción de la autoestima; problemas de salud mental como ansiedad y trastornos 

depresivos o intentos de suicidio, y comportamientos perjudiciales para la salud como el abuso 

de sustancias adictivas o la iniciación precoz a la actividad sexual. 

  



 

Cabe destacar que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad son sujetos 

especialmente sensibles y vulnerables a esta tipología de violencia, expuestos de forma 

agravada a sus efectos y con mayores dificultades para el acceso, en igualdad de 

oportunidades, al ejercicio de sus derechos. 

Esta ley es propicia a la colaboración con las comunidades autónomas y evita el 

fraccionamiento operativo que venía existiendo en una materia tan importante. Abre 

paso a un nuevo paradigma de prevención y protección común en todo el territorio del Estado 

frente a la vulneración de derechos de las personas menores de edad y favorece que el 

conjunto de las administraciones públicas, en el marco de sus respectivas competencias, 

refuercen su implicación en un objetivo de alcance general como es la lucha contra la violencia 

sobre los niños, niñas y adolescentes, del todo consecuente con los compromisos 

internacionales del Estado. 

La Ley, en definitiva, atiende al derecho de los niños, niñas y adolescentes de no ser objeto 

de ninguna forma de violencia, asume con rigor los tratados internacionales ratificados por 

España y va un paso más allá con su carácter integral en las materias que asocia a su marco 

de efectividad ya sea en su realidad estrictamente sustantiva como en su voluntad didáctica, 

divulgativa y cohesionadora. 

La Ley tiene por objeto garantizar los derechos fundamentales de los niños, niñas y 

adolescentes en su integridad física, psíquica, psicológica y moral frente a cualquier forma de 

violencia, asegurando el libre desarrollo de su personalidad y estableciendo medidas de 

protección integral, que incluyan la sensibilización, la prevención, la detección precoz, la 

protección y la reparación del daño en todos los ámbitos en los que se desarrolla su vida. 

A los efectos de esta ley, se entiende por violencia toda acción, omisión o trato negligente 

que priva a las personas menores de edad de sus derechos y bienestar, que amenaza o 

interfiere su ordenado desarrollo físico, psíquico o social, con independencia de su forma y 

medio de comisión, incluida la realización a través de las tecnologías de la información 

y comunicación, especialmente la violencia digital. 

En cualquier caso, se entenderá por violencia el maltrato físico, psicológico o emocional, los 

castigos físicos, humillantes o denigrantes, el descuido o trato negligente las amenazas, 

injurias y calumnias, la explotación, incluyendo la violencia sexual, la corrupción, la 

pornografía infantil, la prostitución, el acoso escolar, el acoso sexual, el ciberacoso, la 

violencia de género, la mutilación genital, la trata de seres humanos con cualquier fin, el 

matrimonio forzado, el matrimonio infantil, el acceso no solicitado a pornografía, la extorsión 

sexual, la difusión pública de datos privados así como la presencia de cualquier 

comportamiento violento en su ámbito familiar. 

  



La citada ley es de aplicación a las personas menores de edad que se encuentren en 

territorio español, con independencia de su nacionalidad y de su situación administrativa de 

residencia y a los menores de nacionalidad española en el exterior en los términos 

establecidos en el artículo 51 de la misma. 

La disposición de esta ley persigue entre otros, el fin de garantizar una actuación 

coordinada y colaboración constante entre las distintas administraciones públicas y 

los y las profesionales de los diferentes sectores implicados en la sensibilización, 

prevención, detección precoz, protección y reparación. 

Serán de aplicación los principios y criterios generales de interpretación del interés superior 

del menor en la evaluación y determinación formal del interés superior de éste en todas las 

decisiones que le afecten, así como asegurar el ejercicio del derecho a la participación en 

toda toma de decisiones que les afecten. 

TÍTULO I 

Derechos de los niños, niñas y adolescentes frente a la violencia 

Artículo 9.   Garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia 

9.3  Los niños, niñas y adolescentes tendrán derecho a que su orientación sexual e 

identidad de género, sentida o expresada, sea respetada en todos los entornos de la vida, así 

como a recibir apoyo y asistencia precisos cuando sean víctimas de discriminación o violencia 

por tales motivos. 

Artículo 11.    Derecho a las víctimas a ser escuchadas 

11.1  Los poderes públicos garantizarán que las niñas, niños y adolescentes, sean oídos y 

escuchados con todas las garantías y sin límites de edad, asegurando, en todo caso, que este 

proceso sea universalmente accesible en todos los procedimientos administrativos, judiciales 

o de otra índole relacionados con la acreditación de la violencia y la reparación de las víctimas.

El derecho a ser oídos de los niños, niñas y adolescentes sólo podrá restringirse, de manera

motivada, cuando sea contrario a su interés superior.

11.2 Se asegurará la adecuada preparación y especialización de profesionales, 

metodologías y espacios, para garantizar que la obtención del testimonio de las víctimas 

menores de edad, sea realizada con rigor, tacto y respeto. Se prestará especial atención a la 

formación profesional, las metodologías y la adaptación del entorno para la escucha a las 

víctimas en edad temprana. 

11.3 Los poderes públicos tomarán las medidas necesarias para impedir 

que planteamientos teóricos o criterios sin aval científico que presuman 

interferencia o manipulación adulta, como el llamado síndrome de alienación 

parental, puedan ser tomados en consideración. 



TÍTULO II 

Deber de comunicación de situaciones de violencia 

Artículo 15.  Deber de comunicación a la ciudadanía 

 Toda persona que advierta indicios de una situación de violencia ejercida sobre una 

persona menor de edad está obligada a comunicarlo de forma inmediata a la autoridad 

competente y, si los hechos pudieran ser constitutivos de delito, a las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, al Ministerio Fiscal, o a la autoridad judicial, sin perjuicio de prestar la atención 

inmediata que la víctima precise. 

Artículo 16. Deber de comunicación cualificado 

16.1 El deber de comunicación previsto en el artículo anterior es especialmente 

exigible a aquellas personas que por razón de su cargo, profesión, oficio o actividad, 

tengan encomendada la asistencia, el cuidado, la enseñanza o la protección de niños, 

niñas o adolescentes y, en el ejercicio de las mismas, hayan tenido conocimiento de 

una situación de violencia ejercido sobre los mismos. 

En todo caso, se considerarán incluidos en este supuesto el personal cualificado de los 

centros sanitarios, de los centros escolares, de los centros de deporte y ocio, de los centros 

de protección de la infancia y de responsabilidad penal de menores, centros de acogida de 

asilo y atención humanitaria de los establecimientos en los que residan habitualmente o 

temporalmente personas menores de edad y de los servicios sociales. 

16.2 Cuando las personas a las que se refiere el apartado anterior tuvieran 

conocimiento o advirtieran indicios de la existencia de una posible situación de 

violencia de una persona menor de edad, deberán comunicarlo de forma inmediata a 

los servicios sociales competentes. 

Además, cuando de dicha situación de violencia pudiera resultar que la salud o 

seguridad del niño, niña o adolescente se encontrase amenazada, deberá comunicarlo 

de forma inmediata a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y/o al Ministerio Fiscal. 

16.3  Cuando las personas a las que se refiere el apartado 1 adviertan una posible infracción 

de la normativa sobre protección de datos personales de una persona menor de edad, 

deberán comunicarlo de forma inmediata a la Agencia Española de Protección de Datos. 

16.4 En todo caso, las personas a las que se refiere el apartado 1 deberán prestar a la 

víctima la atención inmediata que precise, facilitar toda la información de la que dispongan, 

así como prestar su máxima colaboración a las autoridades competentes. 

A estos efectos, las administraciones públicas competentes establecerán mecanismos 

adecuados para la comunicación de sospecha de casos de personas menores de edad 

víctimas de violencia. 

 



Artículo 19. Deber de comunicación de contenidos ilícitos en Internet. 

19.1 Toda persona física o jurídica, que advierta la existencia de contenidos disponibles en 

Internet que constituyan una forma de violencia contra cualquier niño, niña o adolescente, 

está obligado a comunicarlo a la autoridad competente y, si los hechos pudieran ser 

constitutivos de delito, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, al Ministerio Fiscal o a la 

autoridad judicial. 

TITULO III 

Sensibilización, prevención y detección precoz 

CAPÍTULO I 

Artículo 25. De la detección precoz 

25.1 Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, desarrollarán 

anualmente programas de formación inicial y continua destinada a los profesionales cuya 

actividad requiera estar en contacto habitual con niñas, niños y adolescentes, con el objetivo 

de detectar precozmente la violencia ejercida contra los mismos y que esta violencia pueda 

ser comunicada de acuerdo a lo previsto en los artículos 15 y 16. 

25.2 En aquellos casos en los que se haya detectado precozmente alguna situación de 

violencia sobre una persona menor de edad, esta situación deberá ser inmediatamente 

comunicada por el o la profesional que la haya detectado a los progenitores, o a quienes 

ejerzan funciones de tutela, guardia o acogimiento, salvo que existan indicios de que la 

mencionada violencia haya sido ejercida por éstos. 

 

Resulta también de especial relevancia para la profesión, la modificación del Artículo 156 del 

Código Civil operada por la Ley 8/2021, de 2 de junio, por el que al colegiado, cuando se 

encuentre en situación de atender a menores víctimas de violencia de género o hijos de 

víctimas de dicha violencia, le bastará con el consentimiento de dicho progenitor, debiendo en 

cualquier caso, informar previamente al progenitor condenado o investigado. 

Art. 156 del Código Civil “Dictada una sentencia condenatoria y mientras no se extinga 

la responsabilidad penal o iniciado un procedimiento penal contra uno de los 

progenitores por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad 

moral o la libertad e indemnidad sexual de los hijos o hijas comunes menores de edad, 

o por atentar contra el otro progenitor, bastará el consentimiento de éste para la 

atención y asistencia psicológica de los hijos e hijas menores de edad, debiendo el 

primero ser informado previamente. Lo anterior será igualmente aplicable, aunque no 

se haya interpuesto denuncia previa, cuando la mujer esté recibiendo asistencia en un 

servicio especializado de violencia de género siempre que medie informe emitido por  

 



dicho servicio que acredite dicha situación. si la asistencia hubiera de prestarse a los 

hijos e hijas menores de dieciséis años se precisará en todo caso el consentimiento 

expreso de éstos”. 

Así mismo, para la atención y asistencia psicológica de hijos e hijas menores de edad de las 

víctimas de violencia de género, aunque no hayan interpuesto denuncia pero estén en la 

situación establecida en el artículo 156 del Código Civil, no se exige el consentimiento del otro 

progenitor, si no únicamente su conocimiento previo. 

La comunicación previa al progenitor condenado o investigado deberá realizarse por el 

psicólogo/a mediante cualquier tipo de comunicación en la que conste su recepción por su 

destinatario 


